Arica, cinco de junio de dos mil quince.


VISTOS, OÍDOS Y CONSIDERANDO:


PRIMERO: Que comparece ante este Tribunal de Letras del Trabajo, doña Andrea Elizabeth Pérez Cortés, egresada de derecho, domiciliada en pasaje Francisco Pizarro Nº965, Arica, denunciando en procedimiento de tutela de derechos fundamentales al FISCO DE CHILE, representado en la persona del Abogado Procurador Fiscal del Consejo de Defensa del Estado doña Mirtha Morales Mollo, ambos domiciliados en calle 7 de Junio Nº180, piso 3º, de la ciudad de Arica, por los actos realizados por la Gobernadora Provincial de Arica doña Andrea Murillo Neumann, que conforman acoso laboral y vulneración del derecho a la honra y/o dignidad, y a la integridad psíquica, todos garantizados en el artículo 485 del Código del Trabajo en relación al artículo 19 N° 1 inciso primero y N° 4 de la Constitución Política.


Arguye que en el año 2007, postuló a concurso público para optar a cargo en la Gobernación Provincial de Arica, siendo seleccionada para éste, ingresando a dicho servicio con fecha 2 de enero de 2008, en el cargo de asistente administrativo del Complejo Fronterizo Chacalluta, grado 14, cargo en el cual se mantiene hasta la fecha. Que su remuneración mensual está constituida por una remuneración bruta de $704.130, más el porcentaje correspondiente al bono trimestral que mensualmente da un bruto de $242.576, por lo que su remuneración mensual bruta ascendería a $946.706; y sus funciones básicas administrativas corresponden a recepción de correspondencia, apoyo en confección de oficios, apoyo en la toma de actas, entre otras. Agrega que se le han encomendado el desarrollo de funciones que exceden a las que estrictamente le corresponden, y que al asumir sus funciones el actual gobierno de la presidenta Michelle Bachelet, se nombra como Gobernadora Provincial de Arica a doña Andrea Murillo Neumann, quién en el mes de julio del año 2014 le encomienda labores como la ejecución de presupuesto del Complejo Chacalluta; solucionar problema de colapso de la planta de tratamiento de aguas servidas del mencionado Complejo; asesorías legales varias; y representación de la Gobernación en las mesas de trabajo de gobierno, como la mesa RAV (red de atención de víctimas) y representación del Gobierno de Chile en diversas mesas y reuniones de carácter binacional con el Gobierno del Perú. 


Refiere que atendido su desempeño, la Gobernadora Provincial le indica que trabajaría inmersa en su equipo de confianza, físicamente en la Gobernación de Arica, dejando de cumplir sus funciones en el Complejo Fronterizo de Chacalluta, permitiendo de esa forma conciliar sus funciones laborales con las académicas, en específico práctica profesional en el Centro de Atención de Víctimas de la Corporación de Asistencia Judicial, apoyada para esto por la Gobernadora, quien instruyó a la jefa de gabinete, doña Nevenka Aguilera, de la modificación de su horario de trabajo a partir del día 13 de octubre del 2014, al siguiente: de 14:00 a 20:00 horas, de lunes a viernes y los días sábados en la jornada de la mañana, autorizándola en consecuencia realizar su práctica profesional.


Manifiesta que atendido el déficit administrativo en el Complejo, es que la autoridad Provincial ordena a la Jefa de Gabinete Sra. Nevenka Aguilera, intervenir en el complejo y que ella colabore en dicha misión, “trabajando codo a codo con la Sra. Aguilera en todos los temas alusivos al complejo”.


Asevera que producto de la sobrecarga laboral solicitó verbalmente a la Gobernadora que una vez finalizada la ejecución presupuestaria 2014 se le permitiera tomar algunos meses sin goce de sueldo para finalizar su práctica profesional, lo que ésta accedió sin inconveniente.


Indica que en esa etapa se produce un hecho de gran trascendencia futura y que explicaría los actos de hostigamiento y vulneración que denuncia, realizados en su contra por la Gobernadora Provincial. En el mes de Octubre de 2014 realizó gestiones con la Unidad de Pasos Fronterizos en Santiago, tendientes a obtener presupuestos adicionales para la ejecución de proyectos extraordinarios, todo lo cual informa a la Gobernadora. Luego, la jefa de gabinete Sra. Aguilera, por instrucciones de la Gobernadora, le solicita que asista a una reunión en el Complejo Chacalluta, a la que asistirían profesionales de vialidad para analizar el proyecto a ejecutar que decía relación con el estacionamiento para camiones a las afueras, sector norte del complejo. Dicha reunión se realiza el día 23 de Octubre de 2014; en ella se procede a abrir propuestas, que se le informan correspondían a cotizaciones para el estacionamiento para camiones. Se abrieron las dos cotizaciones presentadas, de las cuales le llamó la atención la segunda pues consistía en un proyecto completo; en ese instante el profesional de vialidad, Sr. Gallardo, indica que ya se habría tomado contacto con la empresa que realizó dicho proyecto, puesto que, la Gobernación les habría indicado que ese trabajo se realizaría bajo la modalidad de trato directo con la empresa RSL. Ante aquello ella le indicó que no era posible toda vez que el trato directo era excepcional. Agrega que su oposición al trato directo con la ya referida empresa por lo que consideraba una ilegalidad, y su posterior postulación y elección como parte de la directiva de la Asociación Regional de Funcionarios Públicos, con fecha 28 de Noviembre de 2014, terminó la fructífera relación laboral que mantenía con la Gobernadora Provincial.


En relación a los hechos que constituyen la vulneración, refiere que desde su elección como representante de la Asociación de Funcionarios Públicos se han desplegado una serie de represalias y conductas de hostigamiento y maltrato por parte de la Gobernadora, dentro de los que señala los siguientes:

1.- Se le solicitó que abandone su lugar físico de trabajo en la oficina del gabinete, relegándola a un escritorio al final de un pasillo de la gobernación.

2.- Se le excluye de reuniones alusivas al Complejo Chacalluta

3.- Se le solicitó que abandone la mesa RAV a la cual asistía hasta ese momento, por encargo y en representación de la Gobernación.

4.- Se le acusa verbalmente por la Jefa de Gabinete, frente a varios funcionarios, de realizar una sospechosa ejecución del presupuesto.

5.- Con fecha 01 de noviembre de diciembre de 2014 se le informa mediante resolución que la autorización para realizar su práctica profesional en horario de mañana, que hasta ese momento sólo era verbal, regiría solo hasta el 14 de diciembre de 2014, debiendo a partir de esa fecha regresar al sistema de horario de 08:00 a 17:00 horas. El 3 de Diciembre, se le vuelve a notificar respecto del mismo tema, resolución que indicaba que el horario de 14:00 a 20:00 horas, solo regiría hasta ese mismo día 3 de Diciembre de 2014.

6.- Con misma fecha, 3 de Diciembre, la autoridad provincial se reúne con gran parte de los funcionarios de la Gobernación, y les señala “los problemas” que su persona le estaba causando.

7.- Se le solicita, también con fecha 3 de Diciembre de 2014, verbalmente que formalice su solicitud para obtener 4 meses sin goce de sueldo en base a lo conversado previamente con la Gobernadora, cuestión que hizo, pero de la que fue notificada con fecha 22 de diciembre de 2014 que dicha solicitud había sido denegada por la Sra. Murillo, aduciendo instrucciones de nivel central.

8.- El mismo día ya señalado anteriormente, el Sr. Raúl Collado, amigo de la Gobernadora y funcionario de la Gobernación de Arica, se acercó a ella para conversar, indicándole que lo mejor era que renunciara, y que no se preocupara pues se le iba a acomodar en otro Servicio, todo lo anterior según ordenes de la Gobernadora, agregando que éste le indica que no le autorizarían los meses de permiso solicitado y que tendría que optar entre su práctica profesional y su trabajo.


A causa de todo lo anterior el día 4 de Diciembre de 2014 comenzó con fuertes dolores en la cara, por lo cual concurrió al Neurólogo, quien le dio una licencia por 3 días y medicamentos, dicha licencia no fue con reposo domiciliario. El día 09 de Diciembre debía retomar sus funciones laborales, sin embargo sus dolores cervicales y contracturas musculares generalizadas, acompañadas de la angustia que le producía regresar no fue capaz de presentarse a trabajar y solicitó hora para un médico general, quien la atendió el día 10 de Diciembre, dándole licencia domiciliaria desde el 09 hasta el 15 de Diciembre de 2014. El diagnóstico de dicho médico fue “depresión severa”, derivándola a un psiquiatra. Por la situación, y la angustia que le producía regresar a trabajar, elevó una solicitud para tomar 8 días feriados legales, con fecha 11 de Diciembre, la cual fue aprobada y rigieron desde el día 16 al 26 de Diciembre de 2014. Con fecha 24 de Diciembre asistió a la consulta de un psiquiatra, quien le indicó tratamiento psicológico, medicamentos y licencia médica, a raíz del hostigamiento laboral que sufría. Agrega que dicha licencia no era domiciliaria y que en su oportunidad el profesional le manifestó que no había inconveniente en realizar otras actividades que no tuviesen relación con su esfera laboral, la referida licencia fue desde el día 29 de diciembre de 2014 al 09 de enero de 2014.


En el intertanto la Sra. Murillo envió una serie de oficios, a su lugar de práctica profesional, haciendo presente información sobre su vida laboral: la revocación del horario especial para realizar su práctica; y de la primera y segunda licencias médicas que se le extendieron.


Manifiesta que con fecha 29 de Diciembre de 2014 se le notifica el inicio de un sumario administrativo ordenado por el Intendente Regional, fundado en el oficio N°3454 del 24 de Diciembre de 2014, emitido por la Gobernadora Provincial, siendo el fundamento específico el realizar su práctica profesional mientras hace uso de licencia médica.


A lo anterior, indica, se sumó el hecho de que la Gobernadora se comunicara con el médico Neurólogo que le otorgó la primera licencia médica, a quien aquella conoce por ser camaradas del mismo partido político. Por último manifiesta que al no superar su situación médica, el Psiquiatra que la trataba, don Ricardo Yévenes, decidió otorgarle la certificación correspondiente indicando que su enfermedad tenía carácter laboral y ordenando la consecuente derivación a la Asociación Chilena de Seguridad, entidad que le otorgó nueva licencia médica y la evaluó.


Los hechos referidos constituyen, en concepto de la demandante, acoso laboral y menoscabo a su honra e integridad psíquica, desde que la Gobernadora Provincial de Arica decide separarla de sus funciones; pone en duda y cuestiona su honorabilidad frente a sus compañeros de trabajo; revoca sin fundamentos reales sus autorizaciones para realizar su práctica profesional; se inmiscuye en su vida privada tratando de influir en las autoridades correspondientes para que no pueda realizar su práctica profesional mientras se encuentra con licencia médica; e intenta influir en profesionales médicos para que no se le otorguen nuevas licencias médicas, todo con ánimo de que renuncie a su trabajo pues al gozar de fuero no se le puede poner término a su contrata. Todo lo cual se ha prolongado desde que fue elegida dirigente de la asociación de funcionarios y se ha prolongado por más de dos meses; afectando también su integridad psíquica ya que las conductas desplegadas por la Gobernadora crearon un ambiente hostil en su lugar de trabajo.


Luego hace una lata exposición acerca de las consideraciones jurídicas que en su concepto son atingentes al caso. Indica que se han visto conculcados su derecho a la integridad psíquica y el derecho a la honra y/o dignidad y vida privada. Junto con ellos, también asegura haber sufrido de acoso laboral.


Previa cita de disposiciones legales que invoca, solicita tener por deducida denuncia de tutela de derechos fundamentales con el objeto que en definitiva se declare: a) la existencia de una vulneración de derechos fundamentales denunciada con el ejercicio de la acción; b) que se condene al pago de indemnización adicional establecida en el artículo 489 inciso tercero hasta por un total de 11 meses de la última remuneración, ascendente a $10.413.766.-; c) se ordene dejar sin efecto todos los actos denunciados como constitutivos de acoso laboral y vulneración de derechos fundamentales, y d) todo ello con expresa condena en costas.


SEGUNDO: Que estando válidamente emplazada la parte demandada, ésta contesta las pretensiones deducidas, solicitando el rechazo de ambas, con costas.


En efecto, asevera la improcedencia de la acción de tutela por existir incompetencia absoluta del Tribunal para conocer de la demanda interpuesta por funcionarios públicos, debiendo incoarse ésta ante los Tribunales Civiles por la vía de una acción contencioso administrativo, o ante la Contraloría General de la República.


En cuanto al fondo de la pretensión contraria indica que controvierte expresa y formalmente todos los hechos expuestos, no siendo efectivamente que a la demandante se le haya acosado laboralmente o vulnerado. Niega que se le solicitara a la demandante que abandonara su lugar físico de trabajo, instalándola en un escritorio al final de un pasillo; igualmente niega el que se le haya excluido de reuniones alusivas a temas del Complejo Chacalluta; que se le haya acusado verbalmente por la Jefa de Gabinete de la Gobernación de realizar una sospechosa mala ejecución del presupuesto; que se le haya notificado la revocación de la autorización que hasta ese momento era verbal para realizar práctica profesional; niega que la jefatura haya transmitido su supuesto mal comportamiento a los demás funcionarios; que se haya prohibido a los demás funcionarios acercarse a la demandante; que un funcionario de confianza de la gobernadora le señalara que lo mejor era que presentara su renuncia, y que ésta la acomodaría en otro servicio; y niega que la Gobernadora Provincial se comunicó telefónicamente con el Médico Neurólogo que le otorgó la primera licencia médica, conminándolo a no otorgarle nuevas licencias médicas.


Manifiesta que la verdadera causa del malestar de la demandante es la negativa de la Gobernadora Provincial de autorizar la realización de su práctica profesional de manera conjunta con el desempeño de sus servicios como funcionaria de la Gobernación. Sobre este particular indica que efectivamente se dictó una resolución donde se le fijaba un horario de trabajo especial, de lunes a viernes desde las 14:30 a 20:30 horas y los sábados de 9:00 a 14:30 horas, a partir del día 8 de Octubre hasta el día 1 de Diciembre de 2014, en dependencias de la Gobernación, y desde el 2 de Diciembre hasta el 14 de Diciembre de 2014, en el Complejo Chacalluta. Sin embargo, argumenta, revisando la jurisprudencia administrativa de la Contraloría referidos a la incompatibilidad de realizar una práctica profesional con la jornada de trabajo, es que la Gobernación dejó sin efecto la medida que dispuso el horario especial de la demandante, cumpliendo por tanto la Gobernadora con la normativa vigente. En relación a la solicitud de permiso sin goce de sueldo, refiere que se dictó oficio ordinario donde se informó que el permiso solicitado no fue autorizado dando razones fundadas para ello, aun cuando el Jefe de Servicio puede denegar dicho permiso de manera discrecional según lo dispone el Estatuto Administrativo, agregando el hecho de existir instrucciones a nivel central en orden a denegar este tipo de permisos.


Respecto al sumario administrativo, precisa que por disposición del Estatuto Administrativo, si una autoridad toma conocimiento de una irregularidad debe informarla para el esclarecimiento de los hechos, en el caso de marras refiere que la demandante se encontraba con licencia médica y de forma paralela realizaba su práctica profesional, motivo por el cual la Gobernadora informa al Intendente quien ordena la tramitación del sumario. 


Por todo lo anterior indica que la demanda debe ser íntegramente desechada, con costas.


Por último, y en el mismo acápite de contestación de demanda, manifiesta la demandada la improcedencia de la demanda de tutela, para lo cual se remite a lo señalado en la excepción de incompetencia.


Concluye solicitando tener por contestada la demanda, y en definitiva, rechazar la demanda en todas sus partes con costas.



TERCERO: Que llamadas las partes a conciliación en la audiencia preparatoria de estilo, ésta no se produce. Luego se dictó el auto de apertura respectivo.


CUARTO: Que la parte denunciante se valió de la siguiente prueba:

1. Instrumental:

1.1. Copia de Resolución N° 457, de fecha 08 de Enero del 2008, que contrata a contar del 01 de Enero de 2008 y hasta que sean necesarios sus servicios, a doña Andrea Pérez Cortés. 

1.2. Copia de notificación de prórroga del contrato para el año 2015.

1.3. Resolución exenta N° 7508/2014, de fecha 23 de Octubre de 2014 y notificada con fecha 01 de diciembre de 2014, que resuelve y establece para la funcionaria Andrea Pérez Cortés, modificación de su horario laboral a partir del 8 de Octubre y hasta el 1 de Diciembre del año 2014, siendo aquel de Lunes a Viernes a partir de las 14:00 hrs. y hasta las 20:30 hrs. y los días Sábados de 9:00 a 14:30 hrs. Y que en lo relevante, en su considerando 3 indica “Que, de acuerdo a la legislación y jurisprudencia administrativa, la Gobernadora Provincial de Arica, como Jefe Superior del Servicio, puede fijar el horario al personal que le corresponderá desempeñar funciones en el Complejo Fronterizo Chacalluta.”

1.4. Resolución exenta N° 8451/2014, de fecha 03 de Diciembre de 2014, que deja sin efecto la resolución exenta N°7508/2014 y ordena cumplir el horario fijado por la Resolución N°4804 de fecha 11 de Agosto de 2014 y que fija el sistema de turnos que deben cumplir los funcionarios que cumplen sus funciones en el Complejo Fronterizo Chacalluta. En lo pertinente refieren los considerando 3 y 4 lo siguiente: “3.- Que, de acuerdo el artículo 56 de ley 18575, con incompatibles con la función pública las actividades particulares cuyo ejercicio deba realizarse en horarios que coincidan total o parcialmente con la jornada de trabajo que se tenga asignada, de manera que para un adecuado respeto de los principios de eficacia y eficiencia, todos los funcionarios de un mismo organismo deben poseer igual horario de ingreso y salida, salvo aquellos casos que por necesidades del servicio, sea menester asignar a ciertos servidores un horario especial.

4.- Que los Dictámenes N°39.647 y N°2360, ambos de 2011, de la Contraloría General de la República señalan que el desarrollo de las actividades particulares de los empleados de la Administración del Estado no puede coincidir con la jornada de trabajo que el servidor debe cumplir con el organismo, dada la incompatibilidad horaria que el artículo 62 N°4, y el artículo 56 de la Ley 18.575 contemplan”.

1.5. Solicitud por escrito de permiso sin goce de remuneraciones dirigida a la Gobernadora Provincial, con fecha 03 de Diciembre del 2014.

1.6. Oficio Ordinario N° 3265/2014, de fecha 04 de Diciembre del 2014, que deniega la solicitud de permiso sin goce de remuneración solicitada por la demandante fundada en la alteración del funcionamiento normal de la Unidad de Trabajo de ésta, alteración que señala se produciría con la ausencia de la misma, en especial en los meses estivales por el aumento de público, así como por el hecho de ser partícipe activo del Proyecto Control Integrado Chile Perú, cuyo cumplimiento es un compromiso de Gobierno poner en marcha a mediados del año 2015. 

1.7. Copia de Oficio Ordinario N° 3259/2014, dirigido por la Gobernadora Provincial al SEREMI de Justicia, de fecha 03 de Diciembre del 2014, en el cual comunica a éste que se modificó resolución que establecía un horario especial para la funcionaria Sra. Andrea Pérez Cortés que le permitía realizar su práctica profesional.

1.8. Oficio N° 3300/2014, dirigido por la Gobernadora Provincial al Abogado, Coordinador del CAVI, de fecha 09 de Diciembre del 2014, poniéndolo en  conocimiento de que la funcionaria demandante hizo uso de licencia médica por tres días, desde el 4 al 6 de Diciembre.

1.9. Oficio N° 3351/2014, dirigido por la Gobernadora Provincial al Abogado Coordinador del CAVI, de fecha 11 de Diciembre del 2014, informando que la Sra. Andrea Pérez Cortés se encontraba haciendo uso de licencia médica por 7 días, desde el 9 al 15 de Diciembre.

1.10. Resolución Exenta N° 3084/2014, de fecha 26 de Diciembre del 2014, que ordena instruir sumario administrativo a la demandante, que en lo pertinente indica en su considerando 1 lo siguiente: “Que el Oficio N°3454 de fecha 24 de Diciembre de 2014, de la Gobernación Provincial de Arica, solicita se cursen los actos administrativos correspondiente a fin de acreditar la responsabilidad administrativa de la funcionaria Andrea Pérez Cortés (…) sobre los hechos señalados en el citado oficio, específicamente que la funcionaria señalada estaría realizando su práctica profesional (…) mientras hace uso de licencia médica.”

1.11. Copia de postulación de la denunciante como candidata a Directora de la Asociación de Funcionarios Públicos del Servicio de Gobierno Interior de la Región de Arica y Parinacota, de fecha 19 de Noviembre del 2014.

1.12. Comprobante de Recepción de licencia médica N° 2- 44443237, de fecha  04/12/2014

1.13. Comprobante de Recepción de licencia médica N° 2- 44446206, recepcionada 10/12/2014.

1.14. Comprobante de Recepción de licencia médica N° 2- 44666076, extendida a partir del 29/12/2014.

1.15. Comprobante de Recepción de licencia médica N° 2- 44669509 con inicio reposo 22/01/2015.

1.16. Certificado del Médico General de Dr. Ramón Parrales Chinga, de fecha 10 de diciembre 2014. Indica como diagnóstico Síndrome Depresivo Severo, tratamiento por psiquiatra.

1.17. Certificado del Médico Psiquiatra don Ricardo Yévenes Ramírez, de fecha 20/01/2015. Señala “cuadro compatible con un Trastorno Ansioso Depresivo Reactivo, de intensidad moderada a severa” agregando “único factor (…) las situaciones de acoso y hostigamiento laboral”. Por último refiere que se postula un origen laboral, por lo que se le deriva a la Asociación Chilena de Seguridad.

1.18. Certificado de atención de urgencia de la ACHS, de fecha 22 de Enero del 2015.

1.19. Informe de psiquiatra de la Achs, emitido por Dra. Alejandra Veliz. y sobre evolución y notas médicas, de fecha 23 de Febrero de 2015. Se indica tratamiento por especialidad, mantener medicamentos, alto riesgo de sufrir hostigamiento en actuales condiciones de su puesto de trabajo y neurosis laboral.
2. Testimonial:

2.1. Víctor Hugo Del Pino Salvatierra.

Trabajador de la Gobernación Provincial de Arica como encargado de mantención hace 5 años. En su declaración manifiesta que la demandante trabajaba en Chacalluta, como encargada del complejo, y que entre Agosto y Septiembre del 2014 llegó a trabajar en dependencias de la Gobernación, pero no sabe que labores cumplía, sólo la veía trabajando en un notebook en distintos puestos de trabajo, ya que no tenía uno determinado, agregando que trabajó en las oficinas de Gabinete de la Gobernadora. Indica que la Sra. Pérez salió con permisos y licencias en el mes de Diciembre del año 2014, porque conversaba con ella. Respecto de la relación que tenía con sus compañeros de trabajo manifiesta que era normal, y con la jefatura refiere que había comentarios de problemas, eran conversaciones de pasillo. Agregó que la demandante era de las personas de confianza de la autoridad por lo que podría observar. 

Menciona que nunca recibió instrucciones para instalar en el pasillo un escritorio para la denunciante, ni había tampoco un escritorio en dicho lugar cuando regresó de sus vacaciones.

2.2. Patricia Graciela Pozo Alfaro

Relata que conoce a la demandante porque ambas son funcionarias de Gobierno, la Sra. Pérez de la Gobernación, como funcionaria del Complejo Chacalluta, y la testigo de la Intendencia. Se conocieron por la Asociación de Funcionarios, pues son parte de la directiva y gozan de fuero laboral. 

Menciona que cuando asumieron las nuevas autoridades la Asociación se reunió con cada autoridad por la renovación de contratos. En la Gobernación se indicó que el personal iba a continuar trabajando, y sólo se iba a cambiar al de confianza, cuestión que ocurrió de ese modo. En relación a la demandante manifiesta que al momento de ser electa en la Asociación no tenía aviso de término de contrato, y según tenía entendido se iba a renovar el contrato a todos los funcionarios de la Asociación.

Sabe que la demandante tenía autorización para realizar su práctica profesional, respecto de sus labores, indica que cumplía funciones de coordinadora, llevaba el presupuesto y otras materias que no le correspondían. El horario especial para realizar sus prácticas sólo fue por 2 meses, luego se dictó una resolución para dejar sin efecto dicho permiso, se dijo que no estaban permitidas las prácticas laborales. También menciona que la demandante solicitó permiso para la realización de su práctica y no se le autorizó. Todo lo anterior la afectó por lo que tenía reposo médico. Por último indica que según sabe, no es posible la realización de prácticas laborales por dictamen de la Contraloría, en horario de trabajo.

3. Diligencias:

3.1. Oficio N°156-B/2015 al Encargado de Finanzas de la Unidad de Pasos Fronterizas del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, don MARCOS DURAN DURAN, que informa que la denunciante doña ANDREA ELIZABETH PEREZ CORTES fue quien efectúo las solicitudes de remesas presupuestarias mensuales del Complejo Chacalluta entre los meses de agosto a diciembre de 2014 y adjuntándose documentación y correos. También indica que doña ANDREA ELIZABETH PEREZ CORTES,  efectuó la solicitud de presupuestos adicionales para la ejecución de proyectos en el último trimestre del año 2014, adjuntándose correos al respecto. 

3.2. Oficio N°157-B-2015 al Secretario de la Mesa Red de Atención de Victimas, don RODRIGO FUENTES GARCÉS, que informa que doña ANDREA PEREZ CORTES asistió constantemente como representante de la Gobernación Provincial en la Mes de Coordinación Intersectorial Red de Asistencia de Víctimas durante el período 2014, se adjunta actas y lista de asistencia de dichas reuniones. Agrega que se recibió información respecto de la incompatibilidad del desempeño de la práctica profesional, por el uso de licencias por parte de la Sra. Pérez Cortés, oficios remitidos y recepcionados en sus oficinas, oficios que individualiza: Oficio Ordinario N°3259/2014, dirigido por la Gobernadora Provincial al SEREMI de Justicia, de fecha 3 de Diciembre de 2014; Oficio N°3300/2014, dirigido por la Gobernadora Provincial al Abogado Coordinador CAVI, de fecha 9 de Diciembre de 2014; y Oficio N°3351/2014, dirigido por la Gobernadora Provincial al Abogado Coordinador del CAVI, de fecha 11 de Diciembre de 2014.

3.3. Oficio N°158-B/2015 al Secretario de la Subcomisión de Trata de Personas y Tráfico Ilícito de Inmigrantes del Comité Integración Desarrollo Fronterizo Año 2014, don RODRIGO FUENTES GARCÉS, que informa que doña ANDREA PEREZ CORTES asistió constantemente como representante de la Gobernación Provincial de Arica a dicho Comité durante el periodo 2014, adjuntando Acta y lista de asistencia.

3.4. Oficio N°159-B/2015 a doña PATRICIA POZO ALFARO, Presidenta de la Asociación de Funcionarios, que remite acta de constitución de Directiva Regional de la Asociación de Funcionarios del Servicio de Gobierno Interior año 2014.

4. Exhibición de documentos: 
4.1. Organigrama de la Gobernación Provincial de Arica y en específico la descripción de cargo y funciones de la denunciante.
4.2. Libro de Actas de Reuniones del Complejo fronterizo Chacalluta, particularmente el acta de fecha 23/10/2014, donde se indica como temas a tratar, en el punto 3 “Apertura explanada Estacionamiento Camiones”, se aperturan sobres con cotizaciones y presupuestos, se señalan los precios ofertados: Constructora RSL $180.894.289.- e IMACO Ltda. $749.074.911.- Se deja constancia que Vialidad indica que el análisis técnico de las propuestas puede ser entregado el día viernes 24 de Octubre, y además se lee “entrega requerimiento y/o especificaciones técnicas de defensas … lunes 27 de Octubre 2014.

4.3. Proyecto presentado por la empresa RSL sobre la construcción del estacionamiento del Complejo Chacalluta (páginas iniciales y pág. 73).

QUINTO: Que la denunciada incorporó la siguiente prueba:

1. Instrumental:
1.1. Minuta reservada de fecha 15/10/2014

1.2. Acta de Reunión de la Gobernación Provincial de Arica y Vialidad realizada el 23/10/2014.

1.3. Resolución Exenta N°12.280 de fecha 22/12/2014.

1.4. Oficio Ordinario N° 3.454 de fecha 24/12/2014.

1.5. Resolución Exenta N° 3.084 de fecha 26/12/2014.

1.6. Resolución Exenta N° 1.463 de fecha 14/04/2014.

1.7. Resolución Exenta N° 2.206 de fecha  16/05/2014.

1.8. Resolución Exenta N° 3.015 de fecha 10/06/2014.

1.9. Resolución Exenta N° 4.394 de fecha 06/08/2014.

1.10. Resolución Exenta N° 6.802 de fecha 26/09/2014.

1.11. Resolución Exenta N° 7.011 de fecha 03/10/2014.

1.12. Resolución Exenta N° 7.129 de fecha 08/10/2014.

1.13. Resolución Exenta N° 8.543 de fecha 09/12/2014.

1.14. Resolución Exenta N° 8.585 de fecha 10/12/2014.

1.15. Resolución Exenta N° 8.669 de fecha 15/12/2014.

1.16. Resolución Exenta N° 389 de fecha 23/02/2015.

1.17. Oficio Ordinario N° 3.259 de fecha 03/12/2014.

1.18. Oficio Ordinario N° 3.300 de fecha 09/12/2014.

1.19. Oficio Ordinario N° 3.351 de fecha 11/12/2014.

1.20. Ordinario N° 98 de fecha 11/12/2014.

1.21. Resolución Exenta N° 4.804 de fecha 11/08/2014.

1.22. Resolución Exente N° 7.508 de fecha 23/10/2014.

1.23. Resolución Exenta N°8.451 de fecha 03/12/2014.

1.24. Carta de Andrea Pérez dirigida a la Gobernadora de Arica, recepcionado 03/12/2014.

1.25. Oficio Ordinario N° 3.265 de fecha 04/12/2014.

1.26. Informe de desempeño otros escalafones, de la reclamante, de fecha 13/06/2014.

1.27. Precalificación de fecha 11/09/2014.

1.28. Fax Unidad de Pasos Fronterizos N° 37, de 10/02/2015.

1.29. Resolución Exenta N° 339 de fecha 16/02/2015.

1.30. Resolución Exenta N° 6.471 de fecha 16/12/2013.

1.31. Antecedentes que dicen relación con las licencias médicas presentadas por la trabajadora.

1.32. Dictámenes N° 57.105/2010.

1.33. Dictámenes N° 35.161/2013.

2. Testimonial:

2.1. Raúl Patricio Collado Contreras:

Manifiesta que es Asesor Jurídico del gabinete de la Gobernación. Indica que tuvo una reunión en el salón de la Gobernación con la demandante sobre su permanencia laboral, aconsejándole que terminara su práctica sin dificultades, esto no lo hizo por solicitud de la Gobernadora, y le señaló que recibiría el apoyo de muchas personas si decidía hacer su práctica. Agrega que era de público conocimiento que la denunciante estaba teniendo dificultades para cumplir con su trabajo junto con su práctica pues había una incompatibilidad. 

Relata que la Sra. Pérez Cortés trabajaba en el Complejo Chacalluta y luego en la Gobernación, además señala que ésta tenía un horario distinto, pero no sabe cuánto tiempo, ni quien se lo asignó, agregando que no intervino en asesoramiento sobre el horario de la demandante. Agrega que en el Complejo tienen horario distinto. 

En relación a la conversación que mantuvo con la demandante, refiere que no se lo comunicó a su superior, y que el apoyo al que hizo referencia significaba trabajar en otro servicio o trabajo, que él personalmente podía conseguirle trabajo.

Respecto de su relación con la Gobernadora, manifiesta que él tiene una cercanía con ésta, la conoce hace más de 20 años y que el trabajo que tiene es de confianza. 

Por último confirma que hubo una reunión dónde se comunicó a varios funcionarios la situación que estaba viviendo la demandante, en dicha reunión estaba presente la jefatura.

2.2. Nevenka Paola Aguilera Cuadra:

Profesional de la Gobernación Provincial, quien señala que asistía a reuniones en el Complejo Chacalluta, cuando se trató el tema de los presupuestos tentativos para el estacionamiento de camiones en el Complejo la denunciante asistió junto a la testigo por solicitud de esta última, según indica. De dicha reunión manifiesta no recordar que se haya hablado de negociación directa. Manifiesta que Andrea veía la parte presupuestaria, mientras que la Gobernadora veía lo respectivo a horarios y funcionarios. Por último indica que se solicitó a 5 o 6 empresas de la zona para que presentaran un presupuesto tentativo, y que finalmente no se llamó a licitación pues no se aprobó el presupuesto.

Relata que la demandante no tenía un lugar físico en el cual desempeñar sus labores en los recintos de la Gobernación, pero en un momento ocupó el espacio del periodista en el Gabinete, puesto que estaba vacante ya que aquel había renunciado.

Respecto de la revocación del horario especial que tenía la demandante indica que se produjo pues la Gobernadora tomó conocimiento de dictámenes de la Contraloría en relación al tema donde “fines particulares” comprendía la práctica laboral.

SEXTO: Que como prueba del Tribunal se rindió:

1. Testimonial:

1.1 Andrea Macarena Murillo Neumann:

Indica que conoce a la demandante, doña Andrea Pérez Cortés, desde el 11 de marzo del 2014, cuando ingresó como Gobernadora, la referida era funcionaria administrativa del Complejo Chacalluta, indica que era una funcionaria desde mucho antes de su llegada, pero no sabe desde cuando exactamente.  Las funciones que desempeñaba la Sra. Pérez Cortés, era de trabajar con la jefa anterior del Complejo Chacalluta en labores administrativas, presupuesto, correspondencia, contestar correos, etc. Cuando la testigo llegó a la Gobernación manifiesta que la demandante siguió cumpliendo las mismas funciones. Al consultarle si la denunciante asistía a reuniones, señala que si, explicando posteriormente que el Complejo Chacalluta es difícil de manejar y lo primero que hizo cuando llegó como Gobernadora fue conocer las funciones de cada trabajador, y luego ver la ejecución presupuestaria, que era un tema de relevancia para el Gobierno y también ver lo que se requiriese en implementación, arreglos, etc., manifestando que existían muchas dificultades cuando ingresó. Preguntada entonces si dentro de las labores de la Sra. Pérez Cortés estaba la ejecución presupuestaria, pues participaba de las reuniones alusivas al tema, indica la testigo que “por su estilo” hace “planificación con todos” indistintamente las funciones de cada uno, confirmando que efectivamente participaba. También manifiesta que es efectivo que la demandante asistía a las reuniones de la mesa de trabajo de Gobierno, como la mesa RAV y en diversas reuniones de carácter binacional con el Gobierno del Perú; también confirma que ayudó a solucionar el colapso de la planta de tratamiento de aguas servidas del Complejo. Agrega que en las reuniones binacionales la demandante no asistía como representante del Gobierno Provincial, sino como apoyo administrativo, acompañando a Nevenka Aguilera Cuadra. 

Indica que la Sra. Pérez Cortés tenía lugar de trabajo inicialmente en Chacalluta y luego “se movió” a las dependencias de la Gobernación, esto último ocurrió por solicitud de la referida funcionaria, por las dificultades en cuanto a discutir temas presupuestarios, lo que la testigo aceptó pues la Sra. Pérez Cortés indicó que trabajaría en su propio equipo (notebook), sabiendo que no tenían otras oficinas, en una sala de reunión que tenían fuera del Gabinete se instaló. 

Manifiesta que no sabe si la demandante asistió a una reunión en el Complejo Chacalluta donde se revisaron los presupuestos para el estacionamiento de camiones a las afueras del Complejo, agrega que delega en los encargados y que no puede saber todas las reuniones que se llevan a cabo.

Respecto del horario de trabajo de la demandante señala que no está segura de cual era éste. Consultada si tenía la demandante un horario especial señala que los horarios se dictan por resoluciones y que no hay trato especial. Luego de mencionarle la resolución  que le otorgaba un horario que compatibilizaba con la práctica laboral de la demandante, indica recordarlo señalando que entendía que estaba dentro de sus facultades, pero luego se le hizo ver que había sido un exceso dejando sin efecto la asignación de horario distinto. Agrega que era a su parecer beneficioso y positivo estimular a alguien para terminar sus estudios y obtener un título. Consultado sobre quien le indicó que se había excedido sus competencias al dictar la resolución que otorgó un horario distinto a la demandante, responde que primero fue un dictamen de Contraloría por lo que envió las consultas a Santiago y posterior a eso de Recursos Humanos se le hizo ver que estaba mal la resolución, indica que ella misma hizo las consulta. Se le pregunta el motivo de realizar las consultas con posterioridad a la dictación de la Resolución señalada, a lo que señala que fue porque se le hicieron muchos comentarios al respecto. 

Indica que luego de la elección de la Asociación de Funcionarios no cambiaron las funciones que la demandante, consultada si siguió asistiendo a las mismas reuniones, responde la testigo que ya había comenzado su práctica y “tirando licencias” de todo tipo, estas licencias comenzaron desde que se dio cuenta la testigo del error en el horario especial que se le había dado y revocó la Resolución que había dictado al efecto. 

Señala que efectivamente se comunicó con el encargado de práctica de la demandante para informarle de las licencias médicas de ésta porque ella (la testigo) le “consiguió la práctica”, se sentía en la obligación de informarle al encargado que le iba a llegar documentación referida a licencias de la denunciante.

Respecto de si se comunicó con alguno de los médicos tratantes de la denunciante para solicitar información, señala que no, explicando que lo que ocurrió fue que, en el caso de Gustavo Espinoza (médico), son amigos hace 25 años y se junta normalmente, además son camaradas del mismo partido, y él la llamó para hablar respecto de unas elecciones y en eso “salió el tema” y le preguntó si ella iba a hacer algo respecto de que la Sra. Pérez Cortés estuviese haciendo la práctica y con licencia, señalándole la testigo que ella ya había enviado todos los antecedentes a quien correspondía.

Indica que ella no ordena los sumarios, pero que envió todos los antecedentes a la intendencia y ellos establecieron una investigación, ordenando el Intendente el sumario. Informó la testigo que la funcionaria estaba realizando su práctica estando con licencia médica. Menciona que el sumario sigue en curso y que ella no tiene antecedentes. 

Manifiesta que la demandante elevó una solicitud para poder realizar su práctica con un permiso sin goce de sueldo, que debía resolver ella (la testigo) en su calidad de Gobernadora. El permiso fue denegado, explica porque estaba solicitando mayor cantidad de funcionarios para el Complejo Chacalluta y le parecía un contrasentido, agregando que siempre le dijo a la denunciante que no podía aceptar aquello, además es facultativo. No recuerda en que tiempo fue. Señala que no sabe si ya estaba electa en la Asociación de Funcionarios, pues señala “no tienen antecedentes de lo que ocurre con los funcionarios”. Indica que estaba convencida de que había que apoyar a la funcionaria a terminar su carrera como corresponde.   


 

I.- EN CUANTO A LA EXCEPCIÓN DE INCOMPETENCIA ABSOLUTA.

SÉPTIMO: Que en cuanto a la excepción de incompetencia planteada por la parte demandada en relación a la competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo, para conocer y fallar acciones de tutela laboral por vulneración de derechos fundamentales, respecto de personas que prestan servicios al amparo del Estatuto Administrativo, en causa Rol 10.972-2013 la Excelentísima Corte Suprema acogió recurso de unificación de jurisprudencia en relación a la sentencia dictada por la Corte de Apelaciones de Santiago, en autos rol ingreso Corte N°1045-2013, corroborando la competencia de los Juzgados de Letras del Trabajo en estas materias.

OCTAVO: Que, a mayor abundamiento, y en forma explicativa, es menester señalar que dicha unificación de jurisprudencia dentro de sus antecedentes señala que el Estatuto Administrativo no contempla un procedimiento especial por vulneración de derechos fundamentales, sin que pueda entenderse que una acción de esta clase se oponga a las normas estatutarias, ya que ésta busca cautelar en definitiva derechos fundamentales a todas las personas sin distinción. Así, aun cuando la persona en materia laboral se rija por un estatuto especial, es posible que en algunos aspectos pueda quedar sujeto a las normas del Código del Trabajo, en materias que sus estatutos no contengan y siempre que no fuere contrario a aquellos. Por otra parte, no se advierte cómo normas protectoras de derechos podrían ser incompatibles con lo dispuesto en el estatuto especial que rige a los funcionarios regidos por el referido Estatuto, toda vez que el Estado, en cuanto empleador, debe asegurar el pleno respeto de los derechos fundamentales de los funcionarios que trabajan en la Administración del Estado.

Considerando así la entidad y naturaleza de los derechos que por esta vía se protegen, no existe razón válida para excluir de su aplicación a los funcionarios de la administración del Estado.

Por lo anterior es que deberá rechazarse la excepción de incompetencia planteada por la demandada.

II.- EN CUANTO A LA ACCIÓN DE TUTELA POR VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES.

NOVENO: Que el profesor José Luis Ugarte Cataldo, en su artículo “LA JUSTIFICACIÓN DE UNA REGLA ESPECIAL DE PRUEBA EN LA TUTELA LABORAL DE DERECHOS FUNDAMENTALES” sostiene que “(…) para tomar la protección de los derechos fundamentales del trabajador en serio, se hace necesario el establecimiento de reglas especiales sobre el esfuerzo en la prueba de dichas conductas por una pluralidad de razones interrelacionadas de política jurídica: la realización de intereses generales de justiciabilidad de los derechos fundamentales -garantías de justicia-; afrontar el problema práctico consistente en las dificultades de la prueba del hecho discriminatorio o contrario al derecho fundamental -debilidad de la posición probatoria, lo que lleva a establecer reglas especiales de distribución de la prueba a favor de la posición subjetiva del trabajador, agravándose simétricamente la del empresario demandado”. De esta guisa surge el artículo 493 del Código del Trabajo, en tanto exige que cuando de los antecedentes aportados por la parte denunciante resulten indicios suficientes que se ha producido la vulneración de derechos fundamentales, corresponderá al denunciado explicar los fundamentos de las medidas adoptadas y de su proporcionalidad.

Luego, con acierto explica: “Respecto de la naturaleza de la reducción probatoria establecida en el artículo 493, cabe señalar que no se trataría de un riguroso caso de inversión de la carga formal de la prueba (onus probandi). En efecto, no es suficiente que se alegue una lesión de derechos fundamentales para que se traslade al empleador la carga probatoria, y por ello, en rigor, a pesar de la confusión de algunos, no se altera el axioma de que corresponde probar un hecho al que lo alega fundado en lo dispuesto en el artículo 1698 del Código Civil. Se trata, en rigor, de una técnica más débil. La víctima o denunciante no está completamente liberado de prueba: debe acreditar la existencia de indicios suficientes de la existencia de la conducta lesiva, para que en ese caso, y sólo en ese caso, podrá aprovecharse el trabajador de la regla prevista en el artículo 493 del Código del Trabajo, en virtud de la cual corresponde al demandado el deber de probar que su conducta se debió a motivos objetivos y razonables.”

Explicando los indicios probatorios, refiere que “(…) dicen relación con hechos que han de generar en el juzgador al menos la sospecha fundada de que ha existido lesión de derechos fundamentales. Por ello, la prueba reducida de que se beneficia el trabajador se traduce en la prueba de hechos que generen en el juez una sospecha razonable de que ha existido la conducta lesiva (…) Se trata, en rigor, de lo que técnicamente se denomina principio de prueba. El trabajador debe aportar indicios que no prueben inmediata y directamente el hecho principal -la conducta lesiva- sino que, cosa distinta, hechos o circunstancias que logren generar en el juez laboral la sospecha razonable de que esa conducta lesiva denunciada se ha producido.”

DÉCIMO: Que según la denunciante, su legítima contradictora, a través de las formas que expresa y personas que individualiza, habría vulnerado el derecho a la integridad psíquica, al derecho a la honra y/o dignidad.

Así las cosas, reporta una serie de hechos que afirma son conculcadores a los derechos referidos precedentemente y constituyen acoso laboral, todo ellos llevados a cabo por la Gobernadora Provincial para obtener su renuncia al cargo, lo anterior puesto que al contar con fuero por su cago directivo en la Asociación de Funcionarios, no puede ser despedida.

Todos aquellos sucesos, en concepto de la denunciante Sra. Pérez Cortés, le habrían causado afectación psíquica grave, padeciendo actualmente una depresión a raíz del ambiente laboral en que se encuentra.

UNDÉCIMO: Que tal como se precisó en el motivo noveno de este fallo, no es suficiente que el trabajador alegue una lesión de derechos fundamentales para que se traslade al empleador la carga que prescribe el artículo 493 del Código del Trabajo, por cuanto debe acreditar la existencia de indicios suficientes de la existencia de la conducta dañina.

Así de lo denunciado no existen indicios suficientes en la conducta de la Gobernadora en relación a haber sido despojada la denunciante de su lugar físico de trabajo, tampoco se acreditó que existiese instrucción de la Gobernadora a los funcionarios de la Gobernación en relación a no comunicarse con la demandante y por último no se acreditó de ninguna forma que se haya hecho referencia alguna por parte de la jefatura respecto a que la Sra. Pérez Cortés haya realizado una ejecución presupuestaria dudosa a los funcionarios de la Gobernación, por lo que estos hechos deberán desestimarse.

Veamos.

Respecto al hecho de ser despojada la denunciante de su lugar físico de trabajo, el testigo presentado por su parte, Sr. Del Pino, manifestó que cuando llegó la demandante a las dependencia de la Gobernación no tenía un lugar físico determinado para desempeñar sus funciones, que él la veía trabajar con un notebook en distintos puestos, donde no hubiese nadie. Lo anterior también fue indicado por la testigo del Tribunal quien señaló que la demandante cuando se trasladó a las dependencias de la Gobernación sabía que en dicho lugar no había un puesto u oficina determinado que pudiese utilizar, y que solía trabajar en su computador portátil en una sala de reunión que existía en el Gabinete. De esta forma mal podría deducirse que la despojaron de su lugar de trabajo, instalándola al final de un pasillo.

El testigo Sr. Del Pino, funcionario de la Gobernación, consultado sobre si había recibido instrucciones de no comunicarse o relacionarse con la denunciante, señala que nunca se le informó aquello, y tampoco supo de si se indicó eso a otros funcionarios. De la restante prueba, tampoco se pudo deducir aquello.

Por último respecto a que se haya hablado de una mala ejecución presupuestaria por parte de la denunciante, a los funcionarios de la Gobernación en reunión con la jefatura, no hubo ninguna prueba que lo acreditase.

DUODÉCIMO: Que despejados lo anterior, la existencia de resolución que revoca autorización de horario especial laboral de la denunciante; resolución que deniega lugar a la solicitud de permiso sin goce de sueldo de la actora para realizar su práctica laboral; oficios dirigidos al abogado coordinador del CAVI haciéndole presente la revocación del horario especial que le permitía a la denunciante realizar su práctica, y las licencias médicas de las que hacía uso la demandante; el hecho de haberse comunicado la Gobernadora con el médico Neurólogo que atendió a la Sra. Pérez Cortés, conversando con éste respecto de la situación médica de la referida y de las licencias médicas de ésta; conversación en reunión con los funcionarios de la Gobernación, por parte de la Jefatura, la situación médica de la denunciante y los problemas que se estaban produciendo; entre otros, todos con posterioridad a la elección de la denunciante como parte de la directiva de la Asociación de Funcionarios permiten crear la existencia de indicios suficientes como para que el empleador haga una explicación consistente de su actuar, habida consideración que sobre el particular existe fundada sospecha de un obrar ilícito.

DÉCIMO TERCERO: Que ha sustentado la actora su teoría del caso en base a la conculcación normativa del números 1 del artículo 19 del Código Político, como también del artículo 2 del Código del Trabajo. Así, de la forma como se viene decidiendo, los indicios suficientes que generan la sospecha fundada descansan en la presunta vulneración al derecho a la integridad psíquica, como también a actos de acoso laboral.

Los autores Mario Cordero Meneses y Jorge Corvalán Soto precisan que vida privada “(…) también comprende aquella vida que el particular puede excluir legítimamente del conocimiento público a determinados ámbitos de su vida. De esta manera en el ámbito de la relación laboral este derecho a la vida privada viene a constituir una limitación al derecho del empresario para inmiscuirse en los asuntos privados de sus dependientes.” Lo anterior es importante, y sigue el rumbo de lo que se dirá más adelante toda vez que dentro de los actos que se denuncian como hostigamiento a la trabajadora, está la comunicación de la situación médica de ésta, a distintos individuos (funcionarios de la Gobernación, y otros) cuestión que afecta la vida privada de la demandante al inmiscuirse la Gobernadora Provincial en asuntos que son del ámbito privado de aquella.

DÉCIMO CUARTO: Que, por otra parte y previo a determinar si concurre en la especie la infracción sub lite, es pertinente aclarar que es el acoso laboral en su vértice moral, que es una especie del anterior y que es definido como “toda conducta abusiva que atenta, por su repetición o sistematización, contra la dignidad o la integridad psíquica y física de la persona poniendo en peligro su empleo o degradando el ambiente de trabajo”. La doctrina entiende que el acoso moral comprende los hostigamientos periódicos realizados en el lugar de trabajo con la finalidad de humillar y marginar a un determinado trabajador, provocando, incluso, su renuncia, muchas veces acompañada de daños a la salud como la depresión, estrés o ansiedad, además de trastornos psicosomáticos. Se indica que dado el poder de mando del empleador este tipo de acoso puede ser extremadamente dañino y la variedad de conductas que comprende es amplia. 

DÉCIMO QUINTO: Que considerando en relación a los hechos constitutivos de indicios, según refiere la normativa laboral, fueron explicados o justificados de la siguiente forma:

En relación a la revocación de la resolución que autorizaba a la denunciante el permiso de horario, señaló la Gobernadora en juicio que dictó esa resolución porque “le habían hecho ver” que se excedió en sus facultades al dictarlo, al consultarle quien le había señalado aquello, indica que primero fue un dictamen de Contraloría, a lo cual es dable preguntarse ¿es que acaso hablan los dictámenes? ¿le llegó de la nada aquél dictamen?, y continúa señalando que luego la encargada de personal le indica que se excedió en sus facultades y por este motivo hace las consultas y dicta la resolución revocando la anterior. Así las cosas este solo hecho no es constitutivo de una vulneración o acoso laboral por sí solo, toda vez que se entiende que efectivamente la Gobernadora al ejercer sus funciones debe regirse por la Constitución y las leyes, y efectivamente podría entender que el horario que había autorizado a la denunciante era contrario a la normativa vigente, sin perjuicio de que el parecer al respecto de esta sentenciadora es distinto, ya que la ley de bases de administración del Estado habla de que es incompatible la realización de labores particulares en horario de trabajo, cuestión que no ocurría en la especie ya que el horario fijado lograba compatibilizar las horas de trabajo con la práctica, no afectando la una a la otra, además de ser facultad de la Gobernadora la fijación de los horarios de trabajo, y que como se indicó por los testigos en juicio, en el Complejo Chacalluta, del cual es funcionaria la demandante, posee sistema de turnos. Volviendo al punto, el hecho es que aquella situación sumada a la denegación del permiso sin goce de sueldo solicitado por la demandante para poder concluir el trámite de su práctica profesional, es un elemento que suma y hace aparecer una nube oscura respecto del comportamiento de la Gobernadora y las reales motivaciones de sus resoluciones. Así en su declaración en juicio manifestó que siempre apoyó el término de los estudios de su funcionaria, y así se lo manifestó, pues señaló para ella aquello era lo correcto, pero al consultarle el motivo por el cual negó la autorización señalada, manifiesta que es un facultad discrecional que posee, y que le faltaban funcionarios en Chacalluta, por lo que era un contrasentido para ella autorizar el permiso, más aún cuando venía la época estival y habría más movimiento en el Complejo, según se refiere en el documento donde se rechaza la solicitud, pero en este sentido es importante recordar que la funcionaria denunciante estaba desarrollando sus funciones en dependencias de la Gobernación, asistiendo al Complejo sólo los días sábados. Se suma entonces esta denegación de permiso, que si bien se ajusta aparentemente a las facultades de la Gobernadora, no es menos cierto que suma a los indicios ya referidos. A continuación hay tres hechos, de la misma índole, cuya justificación no tienen asidero para esta sentenciadora, esto es los oficios remitidos al abogado Coordinador del CAVI, donde se le “hace presente” la revocación del horario especial que le permitía efectuar la práctica a la denunciante, y del hecho de estar haciendo uso de licencia médica ésta (09 y 11 de diciembre de 2014), pues explica la Gobernadora que ella sentía que estaba en “la obligación” de informar estos hechos toda vez que ella le había “conseguido” la práctica a la Sra. Pérez Cortés. El hecho de remitir estos oficios al referido van más allá de las facultades laborales que la Gobernadora tenía, poniendo en conocimiento de un tercero información de la vida privada y también laboral de la demandante. En este orden de cosas, existe otro hecho reconocido por la Gobernadora, que tampoco encuentra justificación para esta juez, aun cuando se tenga por cierta la explicación dada por la Sra. Murillo, esto es la comunicación que tuvo con el médico Neurólogo que había atendido a la denunciante y le había extendido una licencia, respecto de la situación de ésta. Explica en su testimonio la Sra. Murillo que se encontraban en una comunicación telefónica con el médico, pues se conocen hace muchos años, siendo amigos y camaradas del mismo partido político, y que en una conversación telefónica sobre elecciones “sale el tema de la Sra. Pérez Cortés” consultándole el médico que iba a hacer al respecto. Esta respuesta si fuese efectiva deja mucho que decir del médico tratante, toda vez que tiene un deber de secreto profesional y aun cuando la Sra. Murillo fuese su amiga no es profesional, valga la redundancia, conversar sobre la situación de sus pacientes. Por otra parte, si lo anterior fue una conversación telefónica donde el médico referido le pregunta y “saca el tema” de la denunciante con la Sra. Murillo ¿cómo es que tomó conocimiento la Sra. Pérez Cortés de esta conversación, si no es porque la situación acaeció de la forma en que ella lo indica en su libelo? Por último es en este orden de ideas se encuentra el sumario administrativo instruido por el Intendente Regional en contra de la Sra. Pérez Cortés. Al respecto lo primero que se debe señalar es que el Intendente al ordenar este sumario sólo cumple con su deber, dentro de sus facultades, y nada tiene que ver él con los hechos de persecución o acoso laboral alegados por la denunciante. Por otra parte, es la Gobernadora quien remite los antecedentes a la Intendencia, cuestión que está dentro de sus deberes y facultades, pero que indica en su oficio que remite los antecedentes para que se tomen las medidas administrativas correspondientes, lo que a la luz de todos los antecedentes ya referidos, más que el cumplimiento de un deber parece una directa alusión a desear una consecuencia para la funcionaria por los hechos que indica, y que dicen relación al hacer uso de licencia médica y realizar su práctica profesional.

A todo lo anterior, debe mencionarse ciertos hechos indicados por los testigos, corroborados algunos con las diligencias solicitadas por la demandante, que dieron origen a respuesta de ciertos organismos, que dicen relación con lo siguiente: exclusión de la denunciante de las reuniones alusivas a temas del Complejo Chacalluta, a las que asistía como representante de la Gobernación según indica oficio remitido a este Tribunal, así como también de la mesa RAV, a la cual también asistía en representación de la Gobernación. En relación a estos puntos, la Gobernadora señala que no era parte de las funciones de la demandante, y que si asistió fue en apoyo de la Jefa de Gabinete y porque es su práctica como Gobernadora incluir a “todos” los funcionarios en las distintas actividades, cuestión que dista de las pruebas presentadas en juicio, y que al consultarle a la Gobernadora si se le limitó las funciones a la Sra. Pérez Cortés responde que no, y cuando se le consulta sobre si siguió la denunciante asistiendo a las reuniones referidas, ésta responde que no porque comenzó a “tirar licencias”. Otro hecho que quedó de manifiesto en juicio fue que en una reunión de la Gobernación, con los funcionarios de ésta, se habló de la situación de la denunciante y de los problemas que aquello generaba, situación que es por lo menos cuestionable ya que, las licencias médicas y las afecciones emocionales de la demandante, son parte de su vida privada y sus problemas con la jefatura no debiesen ser tema de conversación con otros funcionarios toda vez que se vulnera de esta forma la dignidad de la trabajadora, y se vulnera su vida privada. Más aún, deja mucho que desear de la jefatura este tipo de actitud, dejando de manifiesto poco tino, mal gusto, o un ánimo cuestionable detrás de esto.

La conclusión de todo lo anterior es de manera inequívoca como el acoso laboral a la trabajadora demandante, pues de ninguna manera se entiende el cambio de actitud de quien es su jefa directa, la Gobernadora Provincial de Arica, desde su llegada hasta el momento de su elección en la Asociación de Funcionarios, que en ese periodo dado su buen desempeño le encarga labores importantes que van más allá de las funciones que tiene, incluyendo el hecho de “conseguirle la práctica” y otorgarle horario para compatibilizar el trabajo y la práctica profesional; y que cambia radicalmente con posterioridad excluyéndola de las reuniones a las que antes asistía, comunicando su situación a otros funcionarios de la Gobernación, remitiendo información personal y laboral a entidades que nada tienen que ver con las labores de la demandante, y solicitando por último un sumario en contra de ésta, sin siquiera conversar previamente con ella para informarle de esto, o consultarle que era lo que ocurría, o cual era la enfermedad que la aquejaba, ya que como señaló la testigo en su relato de manera ambivalente “tenía toda la disposición para darle facilidades para concluir práctica profesional” y obtener su título la denunciante; resulta así a simple vista contradictorio lo señalado por la Gobernadora por una parte, y su actuar por otro.

Como consecuencia de todo lo anterior se acreditó la afectación psicológica y emocional de la demandante, quien visitó a tres médicos, señalando que  sufría de  una depresión moderada a severa, presentando síntomas físicos como dolores musculares, de cabeza, etc., que como se señalara en el considerando décimo cuarto son afectaciones psicosomáticas típicas de quienes sufren este tipo de acoso, siendo el último médico un psiquiatra quien derivó su situación a la Asociación Chile de Seguridad considerando su enfermedad como de origen laboral, e informando la Achs, por Dra. Alejandra Veliz evolución y notas médicas, de fecha 23 de Febrero de 2015, que se indica tratamiento por especialidad, mantener medicamentos, “alto riesgo de sufrir hostigamiento en actuales condiciones de su puesto de trabajo y neurosis laboral.”

Es por todo lo anterior que se declara la existencia de la conculcación del derecho a integridad psíquica de la actora, y acoso laboral a la misma.

DÉCIMO SEXTO: El derecho laboral no forma parte del derecho común, rigiendo instituciones propias, subyaciendo en todas ellas un carácter netamente protector, como quiera que estemos frente a un vínculo jurídico obligacional en donde las prestaciones de las partes no se miran como equivalentes. Por otro lado, la materia que nos convoca es de naturaleza cautelar, no censuradora, de manera tal que si se protege al trabajador que es desafectado por decisión del empleador vulnerándose sus derechos, con cuanta mayor razón debe proteger a aquél que entiende que sus derechos son conculcados. 

DÉCIMO SÉPTIMO: Que fijado el sentido y alcance de la expresión referida, toca ver lo que pide la denunciante esto es indemnización adicional establecida en el artículo 489 inciso tercero hasta por un total 11 meses de la última remuneración, esto es $1o.413.766.-

El artículo 489 del Código del Trabajo establece una indemnización especial que el juez fijará, la no que no podrá ser inferior a seis meses ni superior a once meses de la última remuneración mensual, pero habla de los casos en que la vulneración de derechos fundamentales se hubiere producido con ocasión del despido, el profesor Gamonal indica que esta “(…) Esta indemnización es por el daño material y moral causado al afectado, en especial por este último al tratarse de derechos fundamentales con una importante incidencia en los intereses extra patrimoniales del trabajador (…) esta indemnización no es una simple tarificación por antigüedad, sino que deja un margen de apreciación importante al juez de la causa acerca del daño producido, especialmente el moral. De esta forma, el legislador fija un piso y un tope para evaluar los daños, recogiendo con ello la experiencia de otros países, en los que se ha evaluado el daño moral laboral decretando el pago de un número determinado de remuneraciones.” (En “Evolución del daño moral por término del contrato de trabajo en el derecho chileno”, Revista de Derecho de la Universidad Católica de Valparaíso, año 2012). 

Así las cosas, considerando que la indemnización solicitada procede, como se indicó, en el caso de la vulneración con ocasión del despido, no es posible en absoluto acceder a la pretensión de la actora, pues acoger esta solicitud sería fallar contra ley, y dar una indemnización en los términos que si corresponde según derecho, sería un vicio extra petita.

DÉCIMO OCTAVO: Que, concluyendo, es menester hacer mención a la solicitud de la denunciante de dejar sin efecto los actos administrativos que considera fueron conculcadores de sus derechos fundamentales, a saber, resolución que revocó su horario especial, resolución que denegó autorización sin goce de sueldo e instrucción de sumario administrativo. En cuanto a estos, si bien se concluyó que estos actos, en suma con los demás antecedentes analizados y situaciones acreditadas, hicieron concluir a esta sentenciadora la existencia de la vulneración alegada, no existe facultad que autorice a esta juez a dejar sin efecto o revertir dichos actos administrativos, toda vez que si lo hiciera infringiría principios Constitucionales, más aún cuando, si bien se puede cuestionar la motivación para la realización de dichas actuaciones, éstas se ajustaron a la legalidad que las rige. 

Por estas consideraciones, y de acuerdo lo dispuesto en los artículos 19 N° 1, N° 4 de la Constitución Política de la República; artículos 420, 425 y siguientes, 454, 456, 485 y siguientes del Código del Trabajo, y demás disposiciones legales pertinentes, se resuelve:

I.- Que rechaza la excepción de incompetencia absoluta interpuesta por la demandada.

II.- Que se acoge la demanda de autos, sólo en cuanto se declara que la denunciada FISCO DE CHILE, por actuaciones efectuadas por la Gobernadora Provincial de Arica, ha incurrido, en la relación laboral que la une con la demandante doña Andrea Pérez Cortés, en infracción de derechos fundamentales en la forma establecida en esta sentencia.

III.- Que se ordena el cese inmediato del comportamiento antijurídico de la demandada en contra de la funcionaria Sra. Pérez Cortés, absteniéndose de comunicar a terceros las situaciones atingentes a la situación laboral y personal de ésta y de intervenir en situaciones extra laborales de la misma, bajo apercibimiento de multa de 100 UTM.

IV.- Que atento lo dispone el artículo 495 del Código del Trabajo, la parte vencida deberá, en plazo no superior a quince días de ejecutoriado el fallo:

· Convocar a una reunión con el personal de la Gobernación y del Complejo Chacalluta con el objeto de solicitar las disculpas correspondientes a la demandante, y señalar el error cometido al comentar la situación de aquella con el personal.  

· Realizar capacitación a los funcionarios de la Gobernación Provincial de Arica y del Complejo Chacalluta respecto de sus derechos, en especial de sus derechos fundamentales, cuando se entiende que éstos se vulneran, y las acciones que puede ejercer para su protección.

· Realizar publicación en Diario de circulación local que diga relación con la explicación de que son los derechos fundamentales, la protección que hace de ellos el Código del Trabajo  y las acciones que tienen los trabajadores para salvaguardar estos. 

Todo lo anterior bajo apercibimiento de multa de 100 UTM.

V.- Que se condena en costas a la parte demandada, las que se fijan en $100.000.- 

Una vez ejecutoriada, remítase copia a la Inspección del Trabajo del Arica, para su registro.

Se ordena la destrucción de la documental incorporada al juicio, si respecto de la misma no fuera pedida su devolución dentro del plazo de un mes contado desde la ejecutoria de la sentencia definitiva.
Regístrese, notifíquese y en su oportunidad, archívese.

RIT: T-6-2015

RUC: 15-4-0005756-4
Dictada por doña ANDREA VERONICA HURTADO VILLANUEVA, Juez Suplente del Juzgado de Letras del Trabajo de Arica.


En Arica a cinco de junio de dos mil quince, se avisó por el estado diario la resolución precedente.
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